El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ELEMENTOS DE LA   RESPONSABILIDAD AQUILIANA / CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS / VALORACIÓN PROBATORIA / SE DEDUCE CULPA EXCLUSIVA DEL DEMANDADO / PERJUICIOS MORALES Y DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN / ESTE ÚLTIMO DEBE SER CLARAMENTE DESCRITO EN LA DEMANDA.
El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

La responsabilidad que surge de las actividades peligrosas encuentra sustento legal en el artículo 2356 del Código Civil y tratándose de daños causados por la colisión de dos vehículos, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC12994-2016, del 15 de septiembre de 2016, radicación 25290 31 03 002 2010 00111 01, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco:

“También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria”. (…)
De acuerdo con esa jurisprudencia, tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él. (…)
De esa manera las cosas, la presunción de culpa que pesa sobre el conductor del vehículo causante del daño no logró desvirtuarse, pues no se demostró que el hecho en el que resultó lesionado el señor Girón Isaza se haya producido por su culpa exclusiva de manera que se rompa el nexo causal y que libere de responsabilidad a los demandados; tampoco que se hubiese causado con su intervención. Al contrario, se acreditó que fue aquel quien invadió el carril por el que se desplazaba el motociclista y que así se produjo el accidente. (…)
… tampoco se describió la forma como se produjo el cambio de condiciones en la vida social y familiar de los demandantes, ni se hizo al formular la respectiva petición. Y aunque no desconoce esta Corporación que las lesiones corporales que sufrió el  señor Girón Isaza que lo afectarán de por vida, deben producir consecuencias negativas en el ámbito social y familiar, las mismas deben ser claramente descritas en la demanda con la que se inició el proceso, como garantía del derecho de defensa de los demandados y para respetar el principio de congruencia de la sentencia consagrado en el artículo 281 del CGP que manda al juez dictarla de acuerdo con los hechos aducidos en la demanda y en las demás oportunidades señaladas en ese mismo estatuto.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual
Procedencia: Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía
Demandantes: Duván de Jesús Girón Isaza y Alba Liliana Largo Vidales en sus propios nombres y como representantes del entonces menor Adrián Girón Largo.

Apoderado principal: Gustavo de Jesús Londoño Vahos

Apoderado sustituto: Mauricio Ramírez Acevedo
Demandados: 
1) Rogelio Hurtado López
2) Luz Dary Obando Zapata,

Apoderado: Germán Buriticá Rocha

3) Sociedad Transportes Tatamá
Apoderado principal: Iván Darío Rueda Gutiérrez 

Apoderado sustituto: Rubén Darío Rueda Restrepo

4) Seguros del Estado
Apoderado principal: Juan Sebastián Gaviria Bañol
Llamada en Garantía: Seguros del Estado S.A.
Apoderado principal: Juan Sebastián Gaviria Bañol

Radicación: 66045-31-89-001-2015-00127-01
Fecha audiencia: Noviembre  15, hora: 2:00 p.m. 
HECHOS DEMANDA: El 11 de junio de 2013, el señor Duván de Jesús Girón Isaza conducía su motocicleta de placas SNR-31 por la vía que del sector de La Marina conduce al municipio de Santuario;  el señor Rogelio Hurtado López conducía a esa misma hora el vehículo de placas HFA- 156, afiliado a la empresa Transportes Tatamá y al invadir el carril que ocupaba el primero, se produjo una  colisión que causó lesiones al primero, quien fue sometido a reconstrucción de rodilla; el último de tales vehículos contaba con una póliza de seguros de Seguros del Estado S.A.; la víctima formuló denuncia penal; se le practicaron exámenes por el Instituto de Medicina Legal quien dictaminó 40 días de incapacidad definitiva, deformidad física que afecta el cuerpo por la cojera y cicatrices y perturbación del miembro inferior izquierdo de carácter permanente, dada la limitación severa para flexionar la rodilla izquierda; para la fecha del accidente, el directamente afectado estaba casado con la otra demandante y habían procreado al menor que con la misma calidad aquí interviene; devengaba un sueldo de $620.000 con el que atendía el sustento de su familia; no ha podido volver a trabajar y se le ha venido prorrogando la incapacidad por el médico tratante; ha sufrido cambios en su vida social y familiar.
PRETENSIONES: Se declare a los demandados civil y solidariamente responsables y se les condene a pagarle por daño emergente a la víctima directa: $60.000 por grúa y patios; $800.000 por desplazamientos y $400.000 por compra de medicamentos; por lucro cesante: $46.959.168,34; por perjuicios morales, fijados en smlmv, los siguientes: 50 para el citado señor y 30 para los otros dos demandantes y por daño a la vida de relación, las mismas cifras.
RESPUESTAS DEMANDA.
TRANSPORTES TATAMÁ S.A.: Aceptó algunos hechos de la demanda; negó aquel en que se le endilga responsabilidad y dijo que otros no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de fondo las que denominó transacción, cosa juzgada, prejudicialidad, cobro de lo no debido, mala fe para demandar, enriquecimiento ilícito, falta de legitimación en la causa para los daños de la moto, culpa exclusiva de la víctima, concurrencia de causas, neutralización de la presunción de responsabilidad por ejercicio de actividades peligrosas y la genérica. Llamó en Garantía a Seguros del Estado S.A.
ROGELIO HURTADO LÓPEZ Y LUZ DARY OBANDO DE ZAPATA: Respondieron en términos similares que la empresa anterior y propusieron las mismas excepciones. La última también llamó en garantía a Seguros del Estado.
SEGUROS DEL ESTADO: Solicitó se probarán la mayoría de los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de fondo las que denominó “Cobro de perjuicios al seguro de daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito”, límite de responsabilidad de la póliza; inexistencia de cobertura a los perjuicios morales reclamados por personas distintas a la víctima directa; el perjuicio  fisiológico o daño a la vida de relación no asumido por la póliza e inexistencia de la obligación solidaria de la aseguradora.

RESPUESTA LLAMADA EN GARANTÍA: Solo se pronunció sobre el llamado que le hizo la empresa de transportes, para decir que ni se allanaba ni se oponía, pero que no todos los conceptos indemnizatorios fueron objeto de aseguramiento en la póliza.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 20 de noviembre de 2017. En ella se negaron las súplicas de la demanda. Empezó por decir que no se probó cómo ocurrió el accidente, con fundamento en las pruebas que analizó; dijo que aunque penalmente fue condenado el conductor del vehículo como autor del delito de lesiones personales, no se ha desatado la segunda instancia y concluye diciendo que colofón de lo analizado es que no se demostró el nexo causal.

IMPUGNACIÓN: Apeló el apoderado de los demandantes. Alegó que contrario a lo afirmado en la sentencia, sí probó la responsabilidad del conductor del vehículo en la producción del daño. 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpusieron los demandantes  Duván de Jesús Girón Isaza, Alba Liliana Largo Vidales y Adrián Girón Largo, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 20 de noviembre de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que aquellos instauraron contra Rogelio Hurtado López, Luz Dary Obando Zapata y las sociedades Transportes Tatamá S.A. y Seguros del Estado S.A.

CONSIDERACIONES 

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. Las partes están legitimados en la causa.

2.1 Por activa, el señor Duván de Jesús Girón Isaza, víctima directa del accidente; la señora Alba Liliana Largo Vidales y el joven Adrián Girón Largo en sus calidades de cónyuge e hijo de aquel, en su orden, como lo acreditan las copias de los registros de origen notarial que se aportaron con la demanda y que obran a folios  25 y 26 del cuaderno No. 1. 

2.2 Por pasiva lo está el señor Rogelio Hurtado López, para la fecha del accidente conductor del vehículo de placa  HFA 156; también la empresa Transportes Tatamá S.A., a la que se encontraba afiliado, como lo aceptó al dar respuesta al hecho segundo de la demanda; la señora Luz Dary Obando Zapata, en su calidad de propietaria, como lo demuestra el certificado de tradición expedido por la Secretaría de Tránsito y Transportes de Chinchiná, Caldas, que obra a folios 1 a 3, del cuaderno de medidas previas y la sociedad Seguros del Estado S.A. como entidad aseguradora del referido vehículo, hecho demostrado con la copia de la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual para transportadores de pasajeros en vehículos de servicio público que obra  a folio 5 del cuaderno sin número, que contiene los llamamientos en garantía, y en razón a que acaecido el siniestro objeto de amparo, surgió para las víctimas, por mandato del artículo 1133 del Código de Comercio, subrogado por el 87 de la ley 45 de 1990, la acción directa contra la compañía de seguros que además fue llamada en garantía por la propietaria del automotor y por la empresa a la que se encuentra afiliado.

3. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala establecer si está demostrada la responsabilidad que se endilga a los demandados en el accidente de tránsito en el que resultó lesionado el señor Duván de Jesús Girón Isaza.

4. El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

La responsabilidad que surge de las actividades peligrosas encuentra sustento legal en el artículo 2356 del Código Civil y tratándose de daños causados por la colisión de dos vehículos, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC12994-2016, del 15 de septiembre de 2016, radicación 25290 31 03 002 2010 00111 01, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco:
“También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria.
Al demandarse a quien causó una lesión como resultado de desarrollar una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, el opositor aduce culpa de la víctima, es menester estudiar cuál se excluye, acontecimiento en el que, ha precisado la Corporación:

“en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir ‘que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, ésta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso’. Lo anterior es así por cuanto, en tratándose ‘de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…) Reiterado en CSJ CS Jul. 25 de 2014, radiación n. 2006-00315)…” 

De acuerdo con esa jurisprudencia, tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él. Ese criterio lo ha sostenido este tribunal en distintas providencias y para citar solo algunas, a él se acudió en sentencias del 15 de enero de 2013, con ponencia del Dr. Fernán Camilo Valencia López, en el proceso con radicación 66170-31-03-001-2009-00128-01; en la del 16 de diciembre de 2016, expediente 66001-31-03-005-2012-00242-01, con ponencia del Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo; en la del 29 de septiembre de 2017, con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera, expediente No. 2015-00107-01 y del 13 de junio de 2018 en proceso con radicación, 66001-31-03-003-2015-00373-02 de esta misma Sala.
5. En el asunto bajo estudio, el accidente se produjo entre la motocicleta de placa SNR-31, conducida por el señor Duván de Jesús Girón Isaza  y el vehículo campero de servicio público con placa No. HFA-156, conducido por el señor Rogelio Hurtado López, de propiedad de la señora Luz Dary Obando Zapata, afiliado a la empresa Transportes Tatamá S.A.
Los demandantes adjudicaron al conductor del automotor la responsabilidad en la colisión. Concretamente adujeron, en el hecho tercero de la demanda, que invadió el carril por el cual se desplazaba el motociclista.

Los demandados, excepto Seguros del Estado S.A., afirman que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, quien se encontraba desplegando una actividad peligrosa, era consciente del estado de la vía, la que se encontraba en precarias condiciones, sin demarcación de carril y con tramos intervenidos por el municipio, lo que exigía un proceder alerta y cuidadoso, porque es el principal llamado a proteger su integridad, teniendo en cuenta la exposición corporal de quienes se transportan en motocicletas, pero como tal llamado no fue atendido por él, se desencadenaron los perjuicios que ahora reclama. Terminan diciendo que el no observar las normas de tránsito, el venir a una distancia mayor de la permitida de la orilla y las exigencias propias del entorno que rodeaban su locomoción, fue lo que ocasionó la colisión; es decir, su comportamiento  imprudente e irresponsable. Así lo indicaron al formular la excepción de culpa exclusiva de la víctima.
El conductor del vehículo y su propietaria, en la misma oportunidad, expresaron además, que el accidente se causó por el actuar imprudente, imperito y violatorio de las normas de tránsito por parte de la víctima directa del accidente, ya que se expuso imprudentemente al riesgo realizando maniobras peligrosas, como adelantar  vehículos detenidos por la autoridad de tránsito y al adelantar por el carril contrario al de la circulación que le correspondía. 
El juzgado, por su parte, dedujo que no se probó cuál fue la causa del accidente y así concluyó que carece de prueba la relación causal entre la actividad peligrosa desarrollada por el conductor del vehículo de servicio público y el daño que sufrió el motociclista.
6. Al sustentar el recurso, alegó el apoderado de los demandantes que las pruebas recogidas sí demuestran que el accidente se produjo por culpa del conductor del automotor e hizo mención de las que a continuación se analizan.
6.1 La certificación expedida por la Inspección Municipal de Policía y Tránsito de Santuario Risaralda, que obra a folio 4 del cuaderno principal, da cuenta del accidente  que sufrió el señor Duván de Jesús Girón Isaza el 11 de junio de 2013 y se señala como “circunstancias del accidente: Persona que  en calidad de conductor colisiona contra un carro al esquivar un hueco en la vía la cual se encuentra es (sic) reparación”. Se expresa también que fue atendido en la ESE Hospital San Vicente de Paul y que ese documento se expide únicamente para trámites hospitalarios y atención médica.

De tal documento no resulta posible deducir la forma como ocurrió la colisión, pues el Inspector Municipal de Policía y Tránsito que lo suscribe no indicó si presenció el hecho, o estuvo en la escena después de su ocurrencia o consignó lo que alguien le informó.

Aunque el recurrente dice que el referido funcionario se desplazó hasta el lugar donde se produjo el accidente, tal hecho se quedó huérfano de prueba en el plenario. En los  interrogatorios absueltos, el conductor de la motocicleta nada dijo al respecto y el del vehículo afirmó que se presentaron la policía y los bomberos, pero que en el lugar no se levantó  documento alguno. Ningún testigo presencial concurrió a declarar
Tampoco resulta acertado el argumento del impugnante en cuanto aduce que de esa constancia se infiere que el hecho de transito se produjo precisamente en una curva, en la que el señor Rogelio Hurtado López, como conductor del vehículo de placas HFA 156, por esquivar un hueco, invadió el carril contrario, por el que se desplazaba el señor Duván de Jesús Girón Isaza, pues nada dice sobre aspectos como esos el documento a que se hace referencia, en el que ni siquiera se señala cuál fue el vehículo con el que colisionó el motociclista, ni quién era su conductor.
6.2 La constancia que obra a folio 5 del cuaderno principal, expedida por el Subteniente Secretario (B) del Cuerpo de Bomberos Voluntario de Santuario, da cuenta de un accidente, del que tuvieron conocimiento en virtud a llamada telefónica y se expresó que al llegar al sitio se percataron de la colisión, en la curva, “debido a que el jeep por esquivar un hueco se pasó al lado izquierdo bajando, pero no vio una moto que si (sic) vía (sic) ocasionando así esta emergencia”. De tal documento surge que llegaron al lugar después de ocurrido el accidente, y aunque se expresa la causa probable de tal hecho, no se indicó la forma cómo se obtuvo esa información.

En conclusión, tampoco en ese documento puede encontrarse el origen del evento de tránsito.
6.3 Las copias de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, Risaralda, el 4 de mayo de 2017, que se incorporaron de manera oficiosa en esta sede y que obran a folios 6 a 15 del cuaderno No. 6, tampoco acreditan la responsabilidad del conductor del vehículo de servicio público, en razón a no se encuentra en firme, pues fue apelada por el último y de acuerdo con la constancia obtenida, también en esta instancia, aun no se ha desatado el recurso. 
6.4 Tampoco se encuentra una confesión en el interrogatorio absuelto por el conductor del campero, toda vez que inicialmente dijo que su vehículo  quedó sobre la mitad de la vía; luego, que fue el conductor de la motocicleta quien invadió su carril y por último, que bajaba cuando vio la moto por el que a él correspondía y en el momento que la esquivó, el otro conductor hizo lo mismo. 

De sus aseveraciones entonces no puede predicarse que haya una confesión expresa, como lo exige el numeral 4º del artículo 191 del Código General del Proceso, para que pueda ser apreciada.

6.5 Las fotografías aportadas con la demanda, que reposan a folios 6 y 7 del cuaderno No 1, muestran como escenas el vehículo de placa HFA 156 y la motocicleta SNR 31, esta última sobre el piso, y se adjudican a las que representan su ubicación final, después de la colisión. 

Aunque esos documentos fueron aportados en vigencia del CPC, se ordenó tenerlos como prueba cuando ya había comenzado a regir el CGP y por ende, con fundamento en este deben ser apreciados. Por tanto, se presumen auténticos de acuerdo con el inciso 2º del artículo 244, ya que no fueron tachados de falsos ni desconocidos  por los demandados.

Por esa razón, no comparte esta Sala la valoración probatoria de la funcionaria de primera sede, que respecto de ellas dijo desconocer si los vehículos fueron movidos antes de captarse las imágenes, porque ese hecho, que hubiese sido movido, para tacharlos o desconocerlos, no lo alegaron los demandados.

De ese registro fotográfico puede inferirse que el automotor conducido por el señor Rogelio Hurtado López invadió el carril por el que se desplazaba el motociclista como claramente lo muestran esos documentos. 
6.6 Lo mismo enseñan las pruebas trasladas del proceso penal que se inició contra el conductor del vehículo de servicio público. Concretamente el acta de inspección a lugares, practicada por la Policía Judicial, el 5 de junio de 2015, en el sitio donde se produjo la colisión, acto al que asistió la víctima directa del accidente y al que dejó de hacerlo el conductor del vehículo de servicio público, según se indicó en ese documento, porque su defensor de confianza no podía acompañarlo. Además, con el registro fotográfico que se obtuvo en la misma fecha y con el dibujo topográfico, que coinciden con la ubicación final de los vehículos, de que dan cuenta las fotografías allegadas con la demanda. Tales documentos obran, en su orden,  a folios 303 y 304,  289 a 295  y 307 y 308 del cuaderno principal. 

Aunque como lo alegaron las partes, no tuvieron oportunidad de controvertir esa providencia en el proceso penal, sí fueron puestos en su conocimiento, en la etapa probatoria de este proceso, sin que tampoco los hubiesen tachado de falsos o desconocido por medio alguno, de manera que de acuerdo con el artículo 174 del CGP, también pueden ser apreciados porque tuvieron oportunidad de controvertirlos (Ver minutos 17:22 y siguientes, audiencia del artículo 373 del CGP).
De manera que la única prueba que obra en el plenario sobre la causa del accidente puede hallarse en las fotografías que atrás se describieron, que captan como escena, la ubicación de los vehículos, luego de producido el accidente, en las que se aprecia el de servicio público ocupando parte de la vía que correspondía al motociclista y en aquellas que fueron trasladadas del proceso penal que se inició con motivo de las lesiones personales que sufrió el conductor de la motocicleta.

A tales pruebas, como ya se indicara, se les concede mérito demostrativo, y resultan suficientes para concluir que el hecho se produjo por culpa del conductor del campero.

Los demandados, excepto la compañía de seguros, adujeron que el hecho se produjo por culpa exclusiva de la víctima, pero no arrimaron prueba alguna de la que pueda inferirse que fue el comportamiento del motociclista el que ocasionó el accidente.

De esa manera las cosas, la presunción de culpa que pesa sobre el conductor del vehículo causante del daño no logró desvirtuarse, pues no se demostró que el hecho en el que resultó lesionado el señor Girón Isaza se haya producido por su culpa exclusiva de manera que se rompa el nexo causal y que libere de responsabilidad a los demandados; tampoco que se hubiese causado con su intervención. Al contrario, se acreditó que fue aquel quien invadió el carril por el que se desplazaba el motociclista y que así se produjo el accidente.
También está probado que a raíz de tales hechos, el señor Girón Isaza sufrió lesiones personales que le generaron una incapacidad definitiva y otras secuelas, como se relató en el hecho noveno de la demanda, que se declaró probado al fijar el litigio.

7. Está demostrado entonces la existencia del accidente, lo que no fue objeto de controversia; también, que este se produjo por culpa del conductor del vehículo de servicio público y que como consecuencia de aquel hecho, el motociclista resultó lesionado. 

8. Probados entonces los elementos de la responsabilidad civil extracontractual, se establecerá si los demandantes tienen derecho o no a reclamar las indemnizaciones solicitadas. 

8.1 Por perjuicios patrimoniales, en la modalidad de daño emergente, reclama el señor Duván de Jesús Girón Isaza, las siguientes sumas: $600.000 por concepto de grúa y patios; $800.000 por pago de desplazamientos y $400.000 por compra de medicamentos.
La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado la necesidad de acreditar el daño cuya indemnización se reclama:
“8. Dado que el cuestionamiento formulado por la parte demandada a la decisión del Tribunal tiene que ver con la acreditación del daño y su cuantía, es del caso recordar que dicho factor constituye uno de los pilares de la responsabilidad, sin el cual, no es viable predicarse la presencia de ésta y mucho menos derivarle efectos resarcitorios adversos al demandado. Adicionalmente, para que la reparación de ese elemento pueda concretarse, a más de la afectación a un bien jurídicamente tutelado, se requiere acreditar la realidad, certeza o veracidad del mismo…

9. Ahora bien, para efectos de reconocer o no la obligación resarcitoria, el sentenciador debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente incorporadas a la actuación, cuya apreciación debe realizar ‘de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos’, como lo disponen los preceptos 174 y 187 del Código de Procedimiento Civil.”

En este caso, los demandantes no arrimaron prueba alguna para demostrar la existencia del daño emergente que reclaman y por ende, no les será reconocido.

8.2 Por lucro cesante futuro o no consolidado, teniendo en cuenta la incapacidad permanente parcial que impedirá laborar al señor Girón Isaza en las condiciones en que lo hacía antes del evento, reclama la suma de $46.959.168.34, con fundamento en una fórmula que desarrolla y que dice incluye la renta actualizada, el número de meses entre “la sentencia y la vida probable” y otro factor que no describe. Tal suma la relacionó al hacer el juramento estimatorio.
Los demandados, excepto la compañía de seguros, dijeron no estar de acuerdo con tal valoración, en síntesis, porque no está demostrada la incapacidad permanente parcial para trabajar en el señor Duván de Jesús; no se explicó lo relacionado con la vida probable de la víctima; no se estipula el tiempo a liquidar ni se justifica de dónde se obtuvo la renta actualizada. La compañía de seguros solo invocó ese primer planteamiento y además dijo que le correspondía al citado señor demostrar que dejó de percibir ingresos con motivo de las lesiones que se le causaron; como es trabajador dependiente, debió recibir el pago de las incapacidades respectivas. Todos objetaron el juramento estimatorio.

En razón a que se omitió dar traslado de esas objeciones a los demandantes, en la audiencia inicial, celebrada el 28 de marzo de 2017, se dispuso correrles traslado por el término de tres días para que tuvieran oportunidad de alegar la nulidad configurada, pero como a ello no se procedió, se consideró saneada.
En la etapa probatoria del proceso se incorporó copia del dictamen rendido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en el que se otorgó al señor Duván de Jesús Girón Isaza una pérdida de la capacidad laboral y ocupacional del 31.50%, la que tuvo su origen en el accidente de que dan cuenta los hechos de la demanda (folios 208 a 211 del cuaderno principal), el que se ordenó tener como prueba en la audiencia celebrada el 10 de agosto de 2017, sin que los demandados, contra quienes se opuso, hubiesen hecho manifestación alguna.

Para la fecha en que se presentó la demanda, el 10 de junio de 2015, no había empezado a regir el CGP, y por ende, no tenían los demandantes la obligación de presentar con ella el dictamen. Para cuando se ordenó tenerlo como prueba, ya había empezado a regir y había hecho transición este proceso a las nuevas disposiciones, sin que los demandados hubiesen solicitado la comparecencia del perito a la audiencia, para lo que estaban facultados por el artículo 228 del referido estatuto procesal.

De esa manera las cosas y como ese dictamen proviene de la entidad legalmente reconocida para rendirlo, se le otorgará mérito demostrativo y en tal forma se concluye que acreditado está el daño cuya indemnización reclama el accionante.
En lo que no está de acuerdo esta Sala y tal como lo alegan los demandados, es en la forma como el perjuicio fue liquidado, pues no resultan claros los factores empleados para hacerlo y ese será el tema del que a continuación se ocupará.

Se indicó en la demanda que para la fecha del accidente el señor Duván de Jesús laboraba  como mayordomo de campo en la hacienda  La Marina, labor por la que percibía un ingreso mensual de $620.000.
Al proceso se incorporó  una certificación expedida por el señor Harby Andrés Posada  Zapata, gerente de Hacienda La Marina, suscrita el 29 de julio de  2013, en la que se indica que el señor Duván de Jesús Girón Isaza labora para esa empresa desde el 1º de febrero de 2009, como mayordomo de campo, con una asignación mensual de $620.000.

Ese documento será apreciado, de conformidad con los artículos 277 del CPC vigente para cuando se respondió la demanda, y 262 del CGP, para cuando se decretó la prueba, porque siendo de naturaleza declarativa y proviniendo de un tercero, la parte demandada no solicitó su ratificación. En consecuencia, ha de tenerse por acreditado que para la fecha del accidente, el 11 de junio de 2013, la víctima directa devengaba la suma de $620.000 mensuales.
Para efectos de liquidar el lucro cesante futuro o no consolidado, pues no se reclamó indemnización alguna por lucro cesante pasado, se actualizará aquella cifra. Para tal efecto, se tendrá en cuenta la variación que ha tenido el índice de precios al consumidor, desde cuando se produjo la colisión hasta octubre de este año, para lo cual se aplicará la siguiente formula: VA = VH X ÍNDICE FINAL / ÍNDICE INICIAL, donde el valor actualizado (VA) se determina multiplicando el valor histórico (VH) por el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE, dividido por el índice vigente para aquella primera fecha.

Entonces, VA = $620.000 x 142.67 / 113.75 = $777.629.89
En consecuencia, para liquidar los perjuicios de que se trata, se ajustará el tribunal al procedimiento que ha empleado la Corte Suprema de Justicia con tal fin en distintas sentencias, dentro de las cuales pueden citarse las de fechas septiembre 4 de 2000, expediente 5260; febrero 26 de 2004, expediente 7069; octubre 5 de 2004, expediente 6975; 9 de julio de 2010, expediente 1999-02191 y noviembre 29 de 2016, sentencia SC15996-2016,  y las tablas financieras que aparecen en el texto “De la Responsabilidad Civil”, tomo II, de Javier Tamayo Jaramillo, Editorial Temis, segunda edición, 2007, páginas  873 y siguientes, procedimiento que además ha seguido esta Corporación.

Para determinar el lucro cesante futuro por concepto de la pérdida de la capacidad para laborar que se otorgó al señor Girón Isaza, se tomará como cálculo actualizado del monto resarcible, la suma actualizada del salario que devengaba y que para este año ascendería a $777.629.89 y  la pérdida de la capacidad laboral que se estableció en 31.50%, proporción en la que se ha de resarcir el perjuicio de que se trata; es decir, $244.953.41 mensuales. También se seguirán los lineamientos que la Corte Suprema de Justicia ha aplicado en distintas sentencias con el mismo fin y las tablas financieras que aparecen en el texto “De la Responsabilidad Civil” que atrás se mencionaron.

Para establecer el lucro cesante futuro, se acudirá a la siguiente fórmula financiera, con el fin de establecer el valor actual de una suma que se paga N veces hacia el futuro, con un descuento del 6% anual: An=(1+i)n.
Esa fórmula tiene como sustento el monto indemnizable actualizado y la deducción de los intereses por el anticipo de capital, el que se obtiene con el resultado que reflejan las tablas financieras que aparecen en el texto citado, “expresándolo mediante un índice fijado en exacta correspondencia con el número de meses de duración del perjuicio expresado en esa unidad de tiempo, prescindiendo para ello de las unidades decimales, mediante la aproximación o reducción a la unidad entera más cercana. La multiplicación de los dos indicados factores (monto indemnizable por el índice referido de deducción de intereses del 6% anual, por el anticipo de capital) arroja el monto buscado” ( Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia 1993-00215, de 20 de enero de 2009, Magistrado Ponente: Pedro Octavio Munar Cadena).
De acuerdo con las tablas de mortalidad actualizadas por Resolución No. 1555 de 2010, expedidas por la Superintendencia Financiera de Colombia, la duración del perjuicio causado al demandante equivale a 392 meses, teniendo en cuenta los siguientes aspectos: a) nació el 3 de noviembre de 1.969, como lo demuestra la copia auténtica de su registro civil de nacimiento que obra a folio 24 del cuaderno principal y para la fecha del accidente contaba con 43 años de edad; b) la duración de todo el perjuicio causado equivale a  38.0, es decir a 456 meses; c) a estos se le descuentan los que corresponden al lucro cesante pasado que no se reclaman y que equivalen a 64 meses. A los primeros, de acuerdo con las tablas a que se hace referencia, que aparecen en la obra citada, tomo II, página 947 y que desarrollan la fórmula financiera ya referida, le corresponde un factor de 174.8203.

Las bases anteriores llevan a obtener la siguiente, 

Monto indemnizable actualizado = $244.953.41 
Índice aplicable = 174.8203
$244.953.41 x 174.8203 = $42.822.828.62
Esa entonces será la suma que se reconozca como lucro cesante futuro.

8.3 Por concepto de perjuicios morales reclama la víctima directa una suma equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes y 30 de esos mismos salarios para cada uno de los otros demandantes.

El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. 

Su reparación pecuniaria conlleva una fuente de alivio frente al dolor sufrido, de manera tal que se proporcione al perjudicado una satisfacción por el que se le causó, una razonable retribución para quien resultó menoscabado en sus intereses no patrimoniales.

Aunque para establecer su cuantía corresponde al juez obrar según su prudente arbitrio, la existencia personal del daño sufrido debe ser acreditada, así como la intensidad del agravio, aspecto sobre el cual dijo la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC21828-2017, del 19 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo, en proceso con radicación No. 08001 -31-03-009-2007-00052-01: 

“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador. 

Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la víctima y en asuntos civiles, la determinación del monto del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción. 

Al respecto, ‘[d]entro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales’ (artículo 16 de la Ley 446 de 1998 ; cas. civ. sentencias de 3 de septiembre de 1991, 5 de noviembre de 1998 y 1º de abril de 2003), es decir, se consagra el resarcimiento de todos los daños causados, sean patrimoniales, ora extrapatrimoniales, aplicando la equidad que no equivale a arbitrariedad ni permite ‘valoraciones manifiestamente exorbitantes o, al contrario inicuas y desproporcionadas en relación con los perjuicios sufridos’ (CSJ, SC del 18 de septiembre de 2009, Rad. n.° 2005-00406-01…). 

…Como se ve, pese a que para la cuantificación de uno y otro perjuicio, es decir, del moral y del concerniente con la vida de relación, los jueces deben proceder conforme su prudente juicio, la determinación que adopten al respecto no puede carecer de fundamentos objetivos y, mucho menos, ser caprichosa o arbitraria, sino que, por el contrario, debe estar siempre fincada en las precisas circunstancias fácticas del caso sometido a su conocimiento. 

Con otras palabras, cabe señalar, en apretada síntesis, que la fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la intensidad de dolor sufrido por la víctima, en el caso del daño puramente moral…”

Al fijar el litigio se declaró probado, entre otros, el hecho noveno de la demanda, en el que se expresó que el Instituto de Medicina Legal determinó en cuarenta días la incapacidad del señor Girón Isaza y como secuelas señaló: deformidad física que afecta al cuerpo de carácter permanente, dada lo ostensible de la cojera y de las cicatrices en rodillas y perturbación funcional del miembro inferior izquierdo de carácter permanente, dada la limitación severa para flexionar la rodilla.
Además, perdió su capacidad para trabajar en un 31.50% como se explicara en otro aparte de esta sentencia.

Esas circunstancias permiten inferir con seguridad la existencia del perjuicio moral que reclama la víctima directa del accidente, por la angustia y dolor que se padece generalmente frente a un evento tan traumático como aquel que le ha tocado enfrentar y que continuará sufriendo con motivo de las secuelas que lo afectarán para siempre.

Y en razón al parentesco que con él tienen la esposa y el hijo, puede presumirse la existencia de una relación afectiva e intensa entre ellos, porque las reglas sociales, sicológicas y de la experiencia enseñan que  los seres humanos, ante el dolor de los más cercanos miembros de la familia, experimentan sentimientos de sufrimiento, soledad, vacío y pesadumbre. 

Bajo esas condiciones, se fijarán en la suma de $20.000.000 para el señor Girón Isaza; en $10.000.000 a favor de su cónyuge y en la misma cantidad para su hijo, en razón a que se considera que el daño de que se trata lo experimenta en mayor grado el primero, como víctima directa del accidente.

8.4 También reclamaron los demandantes, por el daño a la vida de relación, una indemnización equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales para el último mencionado y de 30 para cada uno de los demás accionantes.

Ese daño guarda relación con la afectación de la esfera exterior del individuo y que resulta alterada cuando se disminuye su calidad de vida o se imposibilita o dificulta relacionarse con las personas o las cosas y en general, cuando circunstancias como esas le impiden disfrutar la vida en condiciones normales y por ende, la persona se ve obligada a soportar su existencia en condiciones más difíciles que los demás y que antes de producirse el daño, no existían.

En el hecho décimo cuarto de la demanda se expresó “Mi mandante ha sufrido un cambio sustancial en cuanto a su vida social y familiar, como quiera que su perturbación funcional no solo le genera estados de depresión e inseguridad, que le impiden laborar y compartir espacio de esparcimiento con su familia y amigos, tal como lo hacía antes del lamentable hecho, así como una notoria afectación sicológica al contemplar su estado físico”. Al elevar la respectiva pretensión se dijo que debía hacerse la condena “teniendo en cuenta  el cambio sustancial de los demandantes en cuanto a su vida social y familiar, como quiera que por la perturbación funcional se ha impedido el disfrute de actividades agradables al interior de la familia, así como la realización de actividades individuales.”

De la redacción del referido hecho décimo cuarto, se infiere que involucra solo el daño moral, pues aunque menciona un cambio sustancial en la vida social y familiar, al parecer solo del señor Girón Isaza, lo sustenta en su estado de depresión e inseguridad por la perturbación funcional que sufrió. Además, hace referencia a su afectación sicológica al contemplar su estado físico.

En ese hecho tampoco se describió la forma como se produjo el cambio de condiciones en la vida social y familiar de los demandantes, ni se hizo al formular la respectiva petición. Y aunque no desconoce esta Corporación que las lesiones corporales que sufrió el  señor Girón Isaza que lo afectarán de por vida, deben producir consecuencias negativas en el ámbito social y familiar, las mismas deben ser claramente descritas en la demanda con la que se inició el proceso, como garantía del derecho de defensa de los demandados y para respetar el principio de congruencia de la sentencia consagrado en el artículo 281 del CGP que manda al juez dictarla de acuerdo con los hechos aducidos en la demanda y en las demás oportunidades señaladas en ese mismo estatuto.

En conclusión, ante la ausencia de los supuestos fácticos que de manera clara indiquen la forma en que se produjo el daño de que se trata, del mismo no puede predicarse su existencia. Así lo explica la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC7824-2016 del 15 de junio de 2016, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco, en la que dijo:

“… al observar la demanda aducida y su reforma, integradas en un solo documento, encuentra la Corte que el actor fue quien, desde el comienzo, fusionó tanto el detrimento moral como el de vida de relación, por tanto, el ad-quem, se limitó a pronunciarse alrededor de una sola clase de detrimento…

Dado que se trata de detrimentos distintos, que no pueden ser confundidos, al ser reclamados debió indicarse un referente económico  para cada uno de ellos, aspecto que no se hizo; además, su naturaleza, diferente a la del daño moral, comporta una afectación proyectada a la esfera externa de la víctima, sus actividades cotidianas; relaciones con sus más cercanos, amigos, compañeros, etc., a diferencia de los daños morales que implican una congoja; impactan, directamente, su estado anímico, espiritual y su estabilidad emocional, lo que, sin duda, al describirse en el libelo respectivo de qué manera se exteriorizan, deben mostrarse diversos, empero, como se anunció líneas atrás, su promotor cuando expuso el factum del debate describió unas mismas circunstancias como indicadoras de los dos daños. 

Y, si, en gracia de discusión, la Corte aceptara que en el escrito incoativo fueron pedidos de manera autónoma e independiente los daños morales y de vida de relación, habría que concluir, prontamente, que el impugnante no señaló, puntualmente, de qué forma se le generó el daño a la vida de relación, pues, como atrás se indicó, no hubo señalamiento concreto de la repercusión en el círculo o frente a los vínculos de la actora. Es más, no se apreció o describió, en particular, qué nexos o relaciones se vieron afectadas, sus características o la magnitud de tal incidencia. Resulta incontrovertible que toda limitación en la salud física o mental de un individuo impacta negativamente su entorno; sin embargo, ante una reclamación judicial, no puede la víctima dejar al juez conjeturar las repercusiones concretas de esa situación perjudicial y, en el presente asunto, la afectada se despreocupó de indicar las particularidades del detrimento denunciado, luego, no es dable aseverar su existencia real, determinada y concreta…” 
Al sustentar los reparos al fallo de primera instancia, alegó el apoderado de los demandantes que el daño de que se trata se demostró con la copia de la historia clínica y con el dictamen expedido por el Instituto de Medicina Legal que demuestran las lesiones que afectaron de manera definitiva la salud del señor Duván de Jesús y que le disminuyeron su capacidad para trabajar en más del 30%, lo que a su vez le impedirá el desarrollo de actividades normales y cotidianas de la vida.
Aunque no era el momento procesal para hacerlo, tampoco en esa intervención se mencionaron de manera concreta los hechos que afectaron a la víctima directa del accidente en su vida de relación y nada se dijo sobre los que sufrieron los demás accionantes.

9. Corresponde ahora resolver las excepciones de fondo propuestas por los demandados. 

9.1 Estos, excepto la compañía de seguros, propusieron las siguientes:

9.1.1 Transacción: Para fundamentarla dijeron que con el señor Duván de Jesús Girón Isaza suscribieron un contrato de transacción denominado desistimiento, el 13 de junio de 2013, el que a la luz del artículo 1.625 del CC es un modo de extinguir las obligaciones; en tal forma, con miras a evitar un eventual proceso, el citado señor desistió de interponer cualquier acción penal y civil y los exoneró de toda responsabilidad.
Con fundamento en esa transacción también sustentaron las excepciones de cosa juzgada, mala fe para demandar, enriquecimiento ilícito y parcialmente, la de cobro de lo no debido.

El artículo 2469 del Código Civil define la transacción como un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven uno eventual y expresa que no es transacción el acto que solo consiste en la renuncia de un derecho que no se disputa.


Son elementos de ese contrato: a) la existencia de un pleito o litigio e intención de terminarlo; b) objeto sobre el cual recae y c) concesiones recíprocas que han de hacerse las partes, como lo enseña el Dr. Arturo Valencia Zea, en su obra “De los Contratos”, tomo IV, sexta edición, Editorial Temis, página 201
De acuerdo con lo anterior, para que exista transacción se requiere  entonces la existencia de un derecho dudoso, respecto del cual, pretendan los contratantes terminar la controversia o evitar el litigio que está por nacer y para su perfeccionamiento, cada parte debe hacer a la otra una concesión en sus pretensiones.

Como prueba de la excepción se incorporó al proceso un documento titulado “desistimiento”, de fecha 13 de junio de 2013, es decir, dos días después del accidente, por medio del cual el señor Duván de Jesús Girón Romero (sic) declara bajo la gravedad del juramento que exonera de cualquier responsabilidad y desiste de cualquier acción penal y civil en contra de los citados demandados excepcionantes, por el hecho de tránsito ocurrido el 11 del mismo mes, ya que esas personas le prestaron todos los seguros que posee el vehículo para su atención médica, además, las ayudas necesarias para su recuperación, gastos de traslado e incapacidad, además de correr con los gastos de reparación de la motocicleta y que se llegó a un acuerdo económico para resarcir los daños e incapacidades causadas.”

De tal documento se infiere que el señor Duván de Jesús Girón desistió de toda acción en contra de los demandados que propusieron las excepciones de que se trata y los exoneró de cualquier responsabilidad, manifestaciones en las que no puede hallarse una transacción, porque no incluye las concesiones de los últimos para que el primero y los otros demandantes renunciaran a acción como la efectivamente propuesta.

De considerarse que fueron, como se plasma en ese documento, el préstamo de todos los seguros que posee el vehículo para su atención médica, las ayudas necesarias para su recuperación, gastos de traslado e incapacidad, además de correr con los gastos de reparación de la motocicleta, fácilmente se infiere que no incluye la pérdida de la capacidad para laborar, ni los perjuicios morales que serán los que por medio de esa providencia exclusivamente se reconocerán.
En consecuencia, se declararán no probadas las excepciones de que se trata.
9.1.2 Propusieron también como excepción la de prejudicialidad, en razón a que se tramita, derivado de los mismos hechos, por el delito de lesiones personales culposas, en la Fiscalía 20 Local de Santuario, un proceso penal, que debe ser resuelto antes que este.
La Corte Suprema de Justicia, al ocuparse de definir el término “excepción, dijo en sentencia SC18156-2016 del 15 de diciembre de 2016, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo: 

“En relación con esos planteamientos, forzoso es recordar que “la simple denominación de excepción que el demandado dé a la defensa que enarbola, es insuficiente para que aquélla necesariamente adquiera la condición de tal, pues como lo ha sostenido esta Corporación, ‘en su sentido propio el vocablo ‘excepción’ no es sinónimo de cualquier defensa opuesta a la pretensión del actor, habida cuenta que como lo enseñaron desde comienzos de siglo ilustres expositores encabezados por Chiovenda, se defiende el demandado que se circunscribe a negar el fundamento de la pretensión, al paso que el demandado excepciona cuando aduce hechos nuevos que impiden la protección jurídica del interés del demandante o que tienden a justificar la extinción de las consecuencias jurídicas en las que aquella pretensión vino cimentada. En otras palabras, la proposición de una excepción desplaza de suyo los términos fácticos de la controversia, amplía la materia litigiosa en tanto introduce en la discusión hechos diversos de aquéllos afirmados por el actor, alterando por ende el ámbito de la decisión y sus posibles límites…’ (Casación del 30 de enero de 1992)’” (CSJ, SC del 31 de mayo de 2006, Rad. n.° 1997-00004-01; se subraya). 
Y que “la excepción de mérito no es la mera negación de las súplicas de la demanda o de los hechos que las sustentan, aunque vislumbren alguna resistencia u oposición del demandado, pues, por el contrario, ella siempre envuelve un asunto novedoso que éste incorpora a la controversia, tendiente a enervar los pedimentos del accionante” (CSJ, SC del 15 de enero de 2010, Rad. n.° 1998-00181-01). 

En suma, es del caso destacar que toda excepción de mérito presupone “‘(…) la alegación de hechos nuevos, diversos a los postulados en la demanda, excluyentes de los efectos jurídicos de éstos, ya porque hayan impedido el nacimiento de tales efectos (hechos impeditivos), ya porque no obstante haber ellos nacido los nuevos hechos invocados los han extinguido (hechos extintivos). Cuando esto ocurre se está en el sector especial del derecho de defensa propio del concepto de excepción...’ (G. J. T. CXXX, pág. 18, reiterada en Casación Civil del 11 de mayo de 1981 no publicada)” (CSJ, SC del 31 de mayo de 2006, ib.)….”
De acuerdo con lo expuesto, no puede tenerse como excepción la de prejudicialidad que propusieron los demandados, pues los argumentos que le sirven de sustento no tienden a contraponer un hecho impeditivo o extintivo al derecho que reclaman los actores y por ende, a enervar la pretensión.  Tal figura, de acuerdo con el  artículo 170, numeral 1º del CPC, vigente para cuando se propuso la excepción y que en la actualidad consagra el numeral 1º del artículo 161 del CGP, lo que permite es la suspensión del proceso, a solicitud de parte, formulada antes de la sentencia, cuando la que debe dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión que sea imposible ventilar en aquel como excepción o como demanda de reconvención.

De esa manera las cosas, no se analizará lo relacionado con la prejudicialidad, que no constituye excepción.

9.1.4 La excepción de cobro de lo no debido la fundamentaron también en el hecho de reclamar el demandante ciertos rubros “cuando de su acervo probatorio y de la justificación que de ellos hace cada uno, deja entrever que no existe fundamento jurídico que justifique su indemnización, por lo que permite concluir que se está cobrando por conceptos no debidos”.

Los anteriores argumentos resultan insuficientes para considerar demostrada una excepción respecto de la cual dejaron de señalarse cuáles son aquellas indemnizaciones que reclaman los demandantes sin fundamento jurídico. Sin embargo, las que se han de reconocer, resultaron debidamente sustentadas y probadas. Tampoco entonces prosperará la excepción de que se trata.
9.1.5 La de falta de legitimación en la causa por activa para los daños de la moto tampoco está llamada a prosperar, pues ninguna indemnización se reclamó por ese concepto.

9.1.6 Los razonamientos que sirvieron de sustento a las excepciones de  culpa exclusiva de  la víctima, concurrencia de causas en el hecho de tránsito presentado y de neutralización de la presunción de responsabilidad de que trata el artículo 2356 del CC por el ejercicio de actividades peligrosas, se analizaron al estudiar los elementos de la responsabilidad civil extracontractual, de manera que tampoco hay que volver sobre ellos, al quedar demostrado que el accidente se produjo por culpa exclusiva del conductor del vehículo de servicio público.
9.2 La compañía de seguros propuso como excepciones de fondo, las siguientes: 

9.2.1 “Cobro de perjuicios al seguro de daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito”. De su estudio no se ocupará la Sala porque en este caso no se reconocerán perjuicios por concepto de compra de medicamentos y es sobre esa especie de daño en que se sustentó la respectiva excepción. 
9.2.2 Se propuso también como excepción la de límite de responsabilidad de la póliza de responsabilidad civil extracontractual para transportadores de pasajeros en vehículos de servicio público No. 55.30-101000251.
Para sustentarla, después de referirse al contenido de la póliza y a las cláusulas del respectuvo contrato, se concluyó, en relación con los perjuicios morales, que como el accidente ocurrió el 11 de junio de 2013, fecha para la cual el salario mínimo ascendía a la suma de $589.500, el monto de la cobertura, que son 60 SMLMV, serían $35.370.000 en el evento de  muerte o lesiones a una persona; pero como de la cobertura el perjuicio moral se pactó en el 25% de aquella cifra, siempre que se demuestre la existencia de un perjuicio material, en este caso solo se podría imponer la condena por el concepto de que se trata en la suma de $8.842.500, de existir ese perjuicio patrimonial. Estima además exagerado el monto del daño reclamado en 50 SMLMV, el que se reconoce cuando se causan lesiones graves y que producen una pérdida de la capacidad laboral superior al 40% y que deja lesiones permanentes.

En términos similares se fundamentó la excepción de “inexistencia de cobertura de la póliza frente a los daños morales reclamados por la señora Alba Liliana Largo Vidales y el menor Adrián Girón Largo, en calidad de cónyuge e hijo del lesionado”, a la que se agregó que se amparó el perjuicio moral a pesar de no estar contemplado en el artículo 1127 del C. de Co, norma que circunscribe la obligación del asegurador solo al pago de los perjuicios patrimoniales y concluye, de acuerdo con las cláusulas del contrato que analiza, que por concepto de perjuicios morales solo puede resultar condenada a favor de la víctima directa del accidente y hasta por la suma atrás indicada, de demostrarse el perjuicio material que los perjuicios morales reclamados por los familiares de la víctima del accidente no pueden ser reconocidos, porque  quedó lesionado, mas no falleció.

El  Código de Comercio no define el contrato de seguro, pero con fundamento en los artículos que hacen parte del Título V, se ha dicho de aquel que es un negocio bilateral, oneroso, aleatorio y de tracto sucesivo por virtud del cual una empresa autorizada para explotar esta actividad, se obliga a cambio de una prestación pecuniaria,  dentro de los límites pactados y ante la ocurrencia de un acontecimiento incierto cuyo riesgo ha sido objeto de cobertura, a indemnizar al asegurado el daño sufrido.

Aquel contrato que sirvió de fundamento a los demandantes para ejercer la acción directa contra la empresa aseguradora, está contenido en la “póliza sobre seguro de responsabilidad civil extracontractual vehículos de servicio público pasajeros”, distinguida con el No. 55-30-101000251, otorgada por la compañía de Seguros del Estado, en la que figura como tomador la empresa de transportes Tatamá S.A., como asegurado la señora Luz Dary Obando de Zapata y como beneficiarios los terceros afectados, y protege los daños causados con el vehículo campero de placas HFA 156, durante el período comprendido entre el 8 de septiembre de 2012 y el mismo día del año siguiente. (folio 151, cuaderno No. 1)
Las cláusulas del contrato y las condiciones generales de esa póliza también se incorporaron a la actuación (folios 153 a 163).

De conformidad con el artículo 1045 del Código de Comercio,  son elementos esenciales del contrato de seguro, el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima o precio del seguro y la obligación condicional del asegurador.

Respecto al seguro de daños, dice el artículo 1083 del Código de Comercio que tiene interés asegurable toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo, el cual además debe ser lícito y susceptible de estimación en dinero 

Alega la compañía de seguros, que el contrato de seguro solo reconoce los perjuicios morales a la víctima del accidente hasta por el 25% de la cobertura de los daños causados por muerte o lesión a una persona y eso, de haber sufrido un perjuicio material; también  que no se incluyen los que se causaron a la cónyuge y al hijo de aquel, porque no falleció. 

El artículo 1127 del Código de Comercio, antes de ser modificado por la Ley 45 de 1990, decía: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley. Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, con la restricción indicada en el artículo 1055”. 

Con fundamento en esa norma, se entendía que en razón a que se  aseguraba el daño patrimonial que sufría  el asegurado, debían incluirse los perjuicios patrimoniales y los extrapatrimoniales, así estuviesen excluidos de la respectiva cobertura porque lo que el asegurado paga a los terceros por concepto de daños extrapatrimoniales, para él se constituye en un daño emergente, en razón a las erogaciones que debe hacer y que pretendió asegurar con la adquisición del seguro.

Ese criterio fue modificado por esta Sala, mediante providencia del 16 de octubre de 2008
, con ponencia del magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, en el proceso radicado bajo el No. 66001-31-03-004-2006-000007-01, con motivo de la reforma que introdujo al citado precepto el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, que actualmente reza: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…”.
Se interpretó entonces que de acuerdo con esa disposición, la aseguradora debía indemnizar los perjuicios de orden patrimonial que se le causen a la víctima y que los perjuicios extrapatrimoniales, para que sean objeto de amparo debían ser incluidos como riesgo asegurable.

Ese argumento encontró sustento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y en doctrina que en extenso se transcribió en la providencia referida, entre ellas una sentencia del 19 de diciembre de 2006, dictada en el expediente 2002-00109-01, con ponencia del Dr. Manuel Isidro Ardila Velásquez, a cuya lectura remite la Sala para rendir tributo a la brevedad en esta providencia que ya se ofrece tan extensa.

Sin embargo, recientemente la citada Corporación rectificó su criterio y así, en sentencia SC20959-2017 del 12 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez, en proceso con radicación 05001-31-03-005-2008-00497-01, después de referirse a la evolución normativa del seguro de responsabilidad y a las modificaciones que se han hecho al artículo 1127 del estatuto mercantil, a las que antes hizo alusión esta Sala, explicó que en su versión original su fin primordial era la de indemnizar al asegurado de los eventuales perjuicios derivados de sus actuaciones e indicó que el móvil del último para contratar no era otro que el de evitar las pérdidas económicas que llegara a sufrir en caso de resultar responsable civilmente ante otras personas y se viera obligado a indemnizarles los daños que les causara. 

Y al compararla con la que actualmente se haya vigente, después de ser modificada por la ley 45 de 1990, afirmó que el legislador reemplazó el verbo ‘sufrir’ por ‘causar’ y textualmente expresó que “… tal modificación no tuvo un propósito distinto al de garantizarle a la víctima el pago de los daños que le fueron irrogados, y por eso en virtud de la reforma, ella pasa a ser beneficiaria de la indemnización y titular de un mecanismo directo para obtener el resarcimiento.”

Y para sustentar ese aserto, transcribió las precisiones que al respecto hizo en la exposición de motivos de la reforma que se proponía, hoy convertida en ley 45 de 1990, el Ministro de Hacienda y Crédito Público  y las que se hicieron en la ponencia para primer debate en la Cámara de  Representantes, para concluir que lo que quiso la ley fue procurar la tutela eficaz de los derechos del damnificado, pero nada más y por tanto:

“No existe razón válida para afirmar que desapareció la razón de ser del aseguramiento, cual es la de servir como garantía de la indemnidad patrimonial del asegurado, quien precisamente acude a dicha modalidad como medida para precaverse de las consecuencias de sus actos…  

Esa ha sido la posición de esta Sala, para la cual la modificación legal no alteró el objeto ni la finalidad propia del seguro de responsabilidad civil…

De modo que una interpretación de la regulación del seguro de responsabilidad civil que desconozca, suprima o aminore su función originaria en cuanto a la protección patrimonial del asegurado, desnaturalizaría el contenido esencial de dicho convenio y particularmente la función con la que fue concebido por la ley, en demérito de la confianza que el asegurado deposita al acudir a esa modalidad de aseguramiento…”
Con fundamento en esa providencia, el tribunal cambió nuevamente su criterio, desde la sentencia proferida el 13 de junio de este año, en proceso con radicación 66001-31-03-003-2015-00373-02 de esta misma Sala.
De esa manera las cosas, no tienen acogida los argumentos del apoderado de la compañía aseguradora, en cuanto aduce que el contrato de seguro no cubre el daño moral que sufrieron la cónyuge y el hijo de la víctima directa del accidente y que el del último solo puede ser reconocido en el equivale al 25% de la suma en que fueron pactados los perjuicios por muerte o lesión a una persona, porque como lo explica la jurisprudencia de que se trata: 

“… los perjuicios que el demandado causa a la víctima le generan un detrimento económico al tener que pagar la condena a indemnizar integralmente los daños que causa al demandante; luego, constituye el mismo menoscabo pecuniario que el asegurado sufre al tener que solventarlos de su patrimonio. Por consiguiente, cuando la norma en comento alude a «los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado» no se está refiriendo a la clasificación de los perjuicios (patrimoniales y extrapatrimoniales) dentro de la relación jurídica sustancial entre demandante y demandado en el proceso de responsabilidad civil, sino al detrimento económico que surge para el asegurado dentro de la relación que nace en virtud del contrato de seguro, los cuales son siempre de carácter patrimonial para el asegurado, independientemente de la tipología que se les haya asignado al interior del proceso de responsabilidad civil…  

3. Vistos los artículos 1127 y 1133 del Código de Comercio, con las reformas introducidas por los artículos 84 y 87 de la Ley 45 de 1990, desde la perspectiva expuesta y en conjunto por ser complementarios, responden a un patrón de reparación completa e inmediata de la víctima, que comprende la indemnización de los perjuicios de toda índole, porque el término de «patrimoniales» bajo la nueva redacción del primero sigue refiriéndose a la carga que surge para el asegurado y debe asumir la aseguradora.

Por tal razón no puede decirse que el amparo por los «perjuicios extrapatrimoniales» de la víctima debe estar expresamente contemplado en la póliza como resultado de una lectura simplista del precepto y en desarrollo de la libertad contractual, ya que darle ese alcance restrictivo sería ir en contra del querer del legislador y los fines que inspiraron la reforma...”
De acuerdo con lo expuesto, se declararán no probadas las excepciones que se analizan.

9.2.3 La aseguradora también propuso como excepción la que denominó “El perjuicio fisiológico o daño a la vida en relación como riesgo no asumido por la póliza de responsabilidad civil extracontractual para transportadores de pasajeros en vehículos de servicio público No. 55-30-1010000251”. 

Se sustentó en el hecho de no cubrir la póliza los riesgos enunciados al proponerla, pero de su estudio tampoco se ocupará la Sala, porque el perjuicio reclamado por el daño a la vida de relación, será negado.

En este apartado conviene precisar que al sustentar la primera de esas excepciones, adujo el apoderado de la compañía  de seguros que no se habían demostrado los perjuicios pedidos por lucro cesante y daño emergente, aspecto del que ya se ocupó la Sala en otro aparte de esta providencia y que no requiere nuevo pronunciamiento.

9.2.4 La excepción de inexistencia de obligación solidaria de Seguros del Estado S.A. se fundamentó en la circunstancia de haber sido citado al proceso en virtud de la acción directa que consagra el artículo 1133 del Código de Comercio, pero no tiene la calidad de tercero civilmente responsable.
Aunque en la demanda se solicitó se declarara la responsabilidad solidaria de todos los demandados, incluida la compañía de seguros, no se pidió hacerlo así respecto de las sumas de dinero que reclaman como indemnización. En consecuencia, la excepción propuesta tampoco está llamada a prosperar, sin que sobre anotar que su responsabilidad patrimonial no será superior a la que se pactó en el respectivo contrato de seguro.

Y sea esta la oportunidad para advertir que aunque la empresa Transportes Tatamá y la señora Luz Dary Obando de Zapata llamaron en garantía a Seguros del Estado S.A., es  la última la asegurada y por ende, el primero no tenía legitimación para hacerlo como tomador del seguro.

10. De acuerdo con lo expuesto a lo largo de esta providencia, no se acogerán los argumentos planteados por los demandados al formular sus alegatos en este sede y solicitar la confirmación del fallo, siendo menester agregar que lo relacionado con la responsabilidad del Estado por el Estado de la vía; el ataque de unos perros de que fue víctima el señor Duván antes del accidente, que afectaron considerablemente su humanidad y que serían determinantes de los perjuicios que ahora se pretende endilgar en los hechos de la demanda, a los que hizo mención el apoderado de la empresa de transportes accionada, no fueron objeto de controversia en el plenario, pues no se expusieron al formular las excepciones de fondo y por tanto, son hechos nuevos que no pueden ser apreciados sin desconocer el principio de la congruencia que caracteriza las sentencias y el derecho de defensa de los demandantes, quienes, respecto de ellos, no tuvieron oportunidad de defenderse.
CONCLUSIONES Y FALLO

Se revocará entonces la sentencia que se revisa, excepto el ordinal primero, en cuanto a la negativa en reconocer los perjuicios reclamados por daño emergente y a la vida de relación. En su lugar, se accederá a las súplicas de la demanda y se declararán imprósperas las excepciones propuestas por los demandados.
De acuerdo con el último inciso del artículo 591 del CGP, se ordenará la inscripción de esta sentencia en el certificado de tradición del vehículo de placas  HFA 156 de la Secretaría de Tránsito y Transportes de Chinchiná y la cancelación de las anotaciones de las transferencias de propiedad, gravámenes y limitaciones al dominio efectuados después de la inscripción de la demanda, si los hubiere, cumplido lo cual, se cancelará el registro de esta, sin que se afecte el registro de otras demandas.

Los demandados cancelarán las costas causadas en ambas instancias, por el 65% de su valor, en razón a que las pretensiones de la demandada no prosperaron totalmente. Se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A :

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 20 de noviembre de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que  instauraron  Duván de Jesús Girón Isaza, Alba Liliana Largo Vidales y Adrián Girón Largo contra Rogelio Hurtado López, Luz Dary Obando Zapata, Sociedad Transportes Tatamá S.A. y Seguros del Estado S.A., excepto el ordinal primero, en cuanto a la negativa en reconocer los perjuicios reclamados por daño emergente y a la vida de relación, que SE CONFIRMA.
SEGUNDO: Declarar civil y solidariamente responsables a los señores Rogelio Hurtado López, Luz Dary Obando Zapata y a la sociedad Transportes Tatamá S.A. de los perjuicios causados a los señores   Duván de Jesús Girón Isaza, Alba Liliana Largo Vidales y Adrián Girón Largo, con motivo del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda.

TERCERO: Se condena a los últimos a pagar a los demandantes, las siguientes sumas de dinero:

a) A favor de Duván de Jesús Girón Isaza: $42.822.828,62 por lucro cesante futuro y $20.000.000 por perjuicios morales.
b) A favor de Alba Liliana Largo Vidales: $10.000.000 por perjuicios morales.
c) A favor de Adrián Girón Largo: $10.000.000 por perjuicios morales

CUARTO: Seguros del Estado deberá asumir el pago de las condenas que se imponen a la asegurada, señora Luz Dary Obando Zapata, hasta por una suma equivalente a 60 SMMLV, que en la actualidad ascienden a $46.874.520.
QUINTO: Se declaran no probadas las excepciones de fondo propuestas por los demandados.

SEXTO: El pago de las sumas de dinero relacionadas en el ordinal tercero de esa providencia, deberá hacerse dentro de los cinco días siguientes a su ejecutoria; de no hacerse el pago en esa oportunidad, los demandados deberán reconocer intereses al 6% anual.

SÉPTIMO: Se ordena inscribir esta sentencia en el certificado de tradición del vehículo de placas  HFA 156 de la Secretaría de Tránsito y Transportes de Chinchiná y la cancelación de las anotaciones de las transferencias de propiedad, gravámenes y limitaciones al dominio efectuados después de la inscripción de la demanda, si los hubiere, cumplido lo cual, se cancelará el registro de esta, sin que se afecte el registro de otras demandas.

OCTAVO: Costas en ambas instancias a cargo de los demandados y a favor del demandante en un  65% de su valor, las que serán liquidadas por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sala de Casación Civil, sentencia del 16 de mayo de 2014, MP. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente  08001-31-03-011-2008-00263-01 


�La información sobre los índices de precios al consumidor, series de empalme 2002 a 2018, se obtuvo de la página www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc 


� Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo, expediente No. 66001-31-03-004-2006-000007-01.
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